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Resumen
En los últimos sesenta años, hemos sido testigos del creciente desarrollo y de la articulación 
de los derechos humanos, en especial en el seno del derecho internacional y a través de las 
organizaciones internacionales. Sin embargo, en ese periodo, el derecho a mantener una o 
varias lenguas propias sin discriminación permanece particularmente relegado y/o cuestio-
nado como un derecho humano clave. Esto se debe principalmente a que el reconocimiento 
de los derechos lingüísticos presupone el reconocimiento de la importancia de un grupo am-
plio de miembros y contextos sociales —concepciones éstas que chocan ostensiblemente con 
la primacía de los derechos individuales en la era posterior a la Segunda Guerra Mundial—. 
Este artículo explora los argumentos a favor y en contra de los derechos lingüísticos, en 
particular de grupos minoritarios en Europa, y sostiene que los derechos lingüísticos pueden 
y deben ser reconocidos como un importante derecho humano. De este modo, el artículo se 
basa en los debates ideológicos de teoría política y derecho internacional, así como en el 
importante ejemplo empírico de Cataluña.
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Abstract
In the last 60 years, we have seen the growing development and articulation of human rights, 
particularly within international law and within and across supranational organizations. How-
ever, in that period, the right to maintain one’s language(s), without discrimination, remains 
peculiarly under–represented and/or problematized as a key human right. This is primarily 
because the recognition of language rights presupposes a recognition of the importance of 
wider group memberships and social contexts — conceptions that ostensibly militate against 
the primacy of individual rights in the post–Second World War era. This paper will explore 
the arguments for and against language rights, particularly for minority groups within Eu-
rope, arguing that language rights can and should be recognized as an important human right. 
In so doing, the paper will draw on theoretical debates in political theory and international 
law, as well as the substantive empirical example of Catalonia.
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1. Introducción
En los últimos sesenta años, ha sido muy polémica y a la vez ampliamente reba-

tida la idea de que los derechos lingüísticos deberían tener el estatus de un derecho 
humano fundamental y ser reconocidos como tal por los Estados nacionales y las 
organizaciones internacionales. El punto clave de la discusión no ha sido el derecho 
general de un individuo a hablar una lengua —cualquier lengua— tranquilamente 
en el ámbito privado o familiar, pues esto coincide en gran medida con la protección 
de los derechos humanos individuales que se ha desarrollado tras la Segunda Guerra 
Mundial y es, por tanto, relativamente ajeno a cualquier controversia1. Más bien, la 
polémica se ha centrado en si los hablantes de lenguas minoritarias tienen derecho a 
mantener y utilizar esa particular lengua en el ámbito público o cívico —sobre todo, 
aunque no exclusivamente, en el entorno educativo—.

El sociolingüista Heinz Kloss (1977) ha resumido esta distinción clave en sus 
conceptos de derechos lingüísticos “orientados a la tolerancia” y “orientados a la 
promoción”. Para Kloss, los derechos lingüísticos “orientados a la tolerancia” ase-
guran el derecho a preservar una lengua en la esfera privada y no gubernamental de 
la vida nacional. Estos derechos podrían estar defi nidos restringida o ampliamente. 
Incluyen el derecho de los individuos a usar su lengua materna en privado o en 
público, con libertad de reunión y organización, el derecho a establecer instituciones 
privadas culturales, económicas y sociales en donde esta lengua pueda ser utilizada, 
y el derecho a promoverla en las escuelas privadas. El principio fundamental de 
estos derechos es que el Estado “no interfi era en los esfuerzos llevados a cabo por 
una o varias partes de la minoría para usar [su propia lengua] en el ámbito privado” 
(Kloss, 1977: 2).

En cambio, los derechos lingüísticos “orientados a la promoción” regulan el 
grado en el que esos derechos se reconocen dentro del dominio público o en el ám-
bito cívico de la nación–Estado. De esta manera, los derechos lingüísticos “orien-
tados a la promoción” implican a “los poderes públicos, tratando de promover una 
lengua minoritaria al utilizarla en las instituciones públicas —legislativas, admi-
nistrativas y educativas, incluyendo las escuelas públicas—” (Kloss, 1977: 2). En 
este sentido, tales derechos podrían ser aplicados restringida o ampliamente. En su 
aplicación más restringida, los derechos lingüísticos “orientados a la promoción”, 
solamente implican la publicación de documentos públicos en lenguas minoritarias. 
En su vertiente más amplia, estos derechos podrían implicar el reconocimiento de 

1 Desde luego, esto no signifi ca que los Estados se hayan adherido siempre a esta declaración ge-
neral de los derechos humanos. La España de Franco, de la que hablaré más tarde, es un claro ejemplo 
histórico en el que esos derechos lingüísticos individuales se extinguieron para todos menos para los 
castellano–hablantes. La actual prohibición sancionadora del kurdo en Turquía y del tibetano en China 
son dos ejemplos contemporáneos de Estados que continúan ignorando este derecho fundamental.
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una lengua minoritaria en todos los ámbitos formales dentro de la nación–Estado, 
permitiendo así al grupo de la lengua minoritaria “ocuparse de sus asuntos internos 
a través de sus propios órganos públicos, lo que equivale a que el [Estado] permita 
el autogobierno de la minoría” (1977: 24)2.

Esta última idea sobre los derechos lingüísticos “orientados a la promoción” es el 
foco de atención de este artículo. En lo sucesivo, quiero analizar por qué esta noción 
ha sido, y sigue siendo, tan controvertida. Al hacerlo, me acercaré a los debates 
pertinentes en dos claves o áreas interdisciplinarias —la teoría política y el derecho 
internacional—, antes de pasar a Cataluña como un ejemplo que ilustra las principa-
les cuestiones en juego en el reconocimiento de las lenguas minoritarias en la esfera 
pública o cívica.

2. Derechos lingüísticos y teoría política
Comienzo con la teoría política, porque su preocupación central por los derechos 

atribuibles a los ciudadanos en los modernos Estados–nación parece estar directa-
mente relacionada con la cuestión de los derechos lingüísticos. Sin embargo, lo que 
más llama la atención es la relativa ausencia de cualquier argumento sostenido en 
la teoría política sobre los derechos lingüísticos, más allá de los que implican el ac-
ceso a la lengua mayoritaria del Estado o a sus lenguas mayoritarias. Los derechos 
lingüísticos minoritarios, en particular los derechos “orientados a la promoción” 
para aquellos grupos cuyas lenguas maternas difi eren de las lenguas del Estado, rara 
vez se discuten directamente. La notable, e incluso singular, excepción a esto es la 
colección editada por Kymlicka y Patten (2003), aunque incluso aquí la mayoría de 
los colaboradores, a excepción de May, Rubio–Marín, Grin y Réaume, permanecen 
escépticos y/o en contra del reconocimiento y de la aplicación de tales derechos.

Una razón clave para esta falta de discusión directa de los derechos lingüísti-
cos “orientados a la promoción” para los grupos minoritarios, y relacionada con 
el escepticismo respecto a su reconocimiento y aplicación, radica en comprender 
el contenido normativo, posterior a la Segunda Guerra Mundial, de los derechos 
humanos como derechos principalmente, y casi exclusivamente, individuales. Por 
el contrario, el derecho al mantenimiento de una lengua minoritaria en general ha 
sido articulado en la arena política —mucho antes de la Segunda Guerra Mundial y 
desde entonces (Thornberry, 1991a, 1991b; de Varennes, 1996; véase también más 
abajo)— sobre la base de que el idioma en cuestión constituye un bien colectivo o 
comunal de una comunidad lingüística en particular3. No es de extrañar, entonces, 
que esas reclamaciones hayan recibido escasa simpatía y hayan progresado mucho 

2 La distinción de Kloss entre los derechos lingüísticos “orientados a la promoción” o a “la tole-
rancia” es claramente comparable a la elaborada por Churchill (1986) en su tipología de política para 
lenguas minoritarias en la OCDE entre el mantenimiento de las lenguas para uso privado y el recono-
cimiento generalizado institucional de las lenguas (para mayor información, ver May, 2008a: cap.5).

3 Después de todo, si una lengua tiene que continuar siendo hablada necesita, por defi nición, de 
alguien más con quien hablarla. Basándonos en eso, cuando una lengua deja de ser hablada por una 
comunidad de hablantes, en realidad ya ha muerto.
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menos en un entorno político opuesto en gran medida a las reivindicaciones de de-
rechos basados en el grupo.

Las difi cultades a las que se enfrentan los argumentos a favor de los derechos lin-
güísticos basados en el grupo están claramente ilustradas por el ascenso normativo 
del liberalismo ortodoxo en la teoría política, que contempla a la persona sólo como 
un ser político con derechos y deberes inherentes a su condición de ciudadano. Esta 
posición no admite la identidad privada, incluida la pertenencia comunitaria de una 
persona, como algo que justifi que un reconocimiento similar. Estas últimas dimen-
siones están excluidas del ámbito público porque su inevitable diversidad conduciría 
a una polémica responsabilidad del Estado, al tener que mediar entre diferentes con-
cepciones de la “buena vida” (Dworkin, 1978; Rawls, 1971, 1985). Sobre esta base, 
la autonomía personal —basada en los derechos políticos atribuibles a la ciudada-
nía— siempre tiene prioridad sobre la identidad personal —y colectiva— y las muy 
diferentes formas de vida que constituyen la segunda. En efecto, la participación 
personal y política en las democracias liberales, según ha venido a ser construida en 
el liberalismo ortodoxo, termina por negar la diferencia de grupo y considera a todas 
las personas como intercambiables desde un punto de vista moral y político (Young, 
1993).

Las críticas comunitaristas al liberalismo señalan que esta separación estricta de 
la ciudadanía y la identidad en la política moderna subestima, y niega a veces, el 
signifi cado de afi liaciones comunitarias más extensas, incluyendo la o las lengua/s 
de una persona, en la construcción de la identidad individual. Como Sandel (1982) 
observa, por ejemplo, no existe un “yo sin cargas” —todos estamos, en cierta me-
dida, situados dentro de comunidades más amplias que conforman e infl uencian 
lo que somos4—. Asimismo, Charles Taylor sostiene que la identidad “es lo que 
somos, ‘de donde venimos’. Como tal, es el contexto en el que nuestros gustos, 
deseos, opiniones y aspiraciones se dotan de sentido” (1994: 33–34). Estos argu-
mentos también ponen de manifi esto la evidencia de que determinados bienes, tales 
como la lengua, la cultura y la soberanía, no pueden ser experimentados en soledad, 
sino que son, por defi nición, bienes compartidos. Sin embargo, un fallo en la consi-
deración de estos bienes comunes ha dado lugar a una visión de los derechos en la 
democracia liberal que es intrínsecamente individualista, y que no puede apreciar 
la búsqueda de dichos bienes sino tangencialmente (Coulombe, 1995; van Dyke, 
1977; Taylor, 1994;).

En resumen, concepciones individualistas de la buena vida pueden oponerse 
a valores compartidos de la comunidad que son fundamentales para la identidad 
de una persona (Kymlicka, 1989, 1995, 2001), incluida la lengua. Por el contra-
rio, según ha señalado Habermas, “una teoría bien entendida de los derechos [de 
la ciudadanía] requiere una política de reconocimiento que proteja al individuo en 

4 Los comunitaristas creen que descubrimos nuestros fi nes engarzados en un contexto social, en 
vez de elegirlos de la nada. Su principal inconveniente a este respecto es, por lo tanto, la idea de una 
auto–separación, o despojamiento, de las características sociales de identidad (Coulombe, 1995).
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los contextos de la vida en los cuales se forma su identidad” (1994: 113). Conforme 
observa Habermas:

Una versión “liberal” del sistema de derecho, que no tenga en cuenta esta conexión, 
necesariamente malinterpretará el universalismo de los derechos fundamentales 
como una nivelación abstracta de distinciones, una nivelación tanto de diferencias 
culturales como sociales. Por el contrario, estas diferencias deben ser presentadas 
de manera cada vez más delicada si el sistema de derecho ha de construirse demo-
cráticamente (1994: 116).

Sin embargo, la crítica al individualismo que está inherente en el liberalismo or-
todoxo no se limita a las críticas comunitaristas; se trata de una cuestión importante, 
pues éstas se han rebatido ampliamente tanto por los grupos esencialistas como por los 
homogeneizantes (véase Carter y Stokes, 1998; Ellison, 1997; Mouffe, 1993).

El teórico político más importante que ha establecido un término medio ha sido 
Will Kymlicka (1989, 1995, 2001, 2009), quien ha sostenido sistemáticamente 
desde una perspectiva liberal que los intentos de teóricos como Rawls (1971) y 
Dworkin (1978) de separar ciudadanía de identidad común conservan, en realidad 
todavía, un reconocimiento implícito de la pertenencia cultural como un bien prima-
rio. A raíz de esto, Kymlicka ha aportado su noción de “derechos de grupos diferen-
ciados” —que también pueden incluir los derechos lingüísticos— como un medio 
para salvar las diferencias entre la ortodoxia liberal y la división comunitaria. Una 
clave para comprender la posición de Kymlicka es su rechazo de la hipótesis de que 
los “derechos de grupos diferenciados” son derechos “colectivos” que, ipso facto, 
se oponen a los derechos “individuales”. Los “derechos de grupos diferenciados” 
no son necesariamente “colectivos” en el sentido de que privilegien al grupo sobre 
el individuo; de hecho pueden ser consensuados con los miembros individuales de 
un grupo, o con el grupo en su conjunto, o con un Estado o provincia federal dentro 
de la cual el grupo forma una mayoría. Por ejemplo, el derecho como grupo diferen-
ciado de los francófonos en Canadá para utilizar el francés en los tribunales federa-
les es un derecho individual que puede ser ejercido en cualquier momento. Por otra 
parte, el derecho de los quebequenses de preservar y promover su distinta cultura en 
la provincia de Québec, pone de relieve cómo un grupo minoritario en un sistema 
federal puede ejercer los “derechos de grupos diferenciados” en un territorio donde 
ellos son la mayoría.

En resumen, no existe una relación simple entre los “derechos de grupos dife-
renciados”, concedidos sobre la base de la pertenencia cultural, y su posterior apli-
cación. Según Kymlicka concluye: “La mayoría de esos derechos no se basan en 
la primacía de las comunidades por encima de los individuos. Por el contrario, se 
basan en la idea de que la justicia entre grupos exige que los miembros de los dife-
rentes grupos estén de acuerdo en derechos diferentes” (1995: 47).

Un argumento relacionado y desarrollado por Kymlicka en apoyo a esta posi-
ción, y que también podría resultar útil si se ampliara a los derechos lingüísticos, es 
su distinción entre lo que él llama “restricciones internas” y “protecciones externas” 
(1995: 35–44). Las “restricciones internas” se refi eren a las relaciones intragrupales, 
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donde un grupo minoritario5 étnico o nacional tiene por objeto restringir la libertad 
individual de sus miembros sobre la base de mantener la solidaridad del grupo. Estos 
derechos, a menudo se asocian con comunidades teocráticas y patriarcales y, cuando 
son excesivos, pueden ser considerados intolerantes. Por el contrario, las “proteccio-
nes externas” se refi eren a las relaciones intergrupales, donde un grupo minoritario 
étnico o nacional busca proteger su identidad distinta —incluida la lingüística— 
limitando el impacto de las decisiones de la sociedad general. De este modo, las 
“protecciones externas” intentan garantizar que los miembros individuales puedan 
mantener una forma particular de vida si así lo desean y que las decisiones de los 
miembros de fuera de su comunidad no se lo impidan (Kymlicka, 1995: 204, nº 
11). Esto también tiene sus peligros, aunque en este caso no en relación a la opresión 
individual, sino más bien por la posible situación de injusticia que podría darse entre 
los grupos. El sistema ex–apartheid en Sudáfrica es un claro ejemplo del segundo 
caso. Sin embargo, conforme afi rma Kymlicka, las protecciones externas no tienen 
por qué dar lugar a injusticias:

La concesión de derechos especiales de representación, las reclamaciones de tierras 
o los derechos lingüísticos de las minorías étnicas no necesitan, y muchas veces 
no sucede así, poner a este grupo en condiciones de dominar a otros grupos. Por 
el contrario... esos derechos pueden verse como una oportunidad para poner a los 
distintos grupos en mayores condiciones de igualdad, mediante la reducción del 
grado en que el grupo más pequeño es vulnerable al más grande (1995: 36–37; la 
cursiva es mía).

Kymlicka sostiene que, sobre esta base, los liberales pueden respaldar algunas 
protecciones externas que fomenten la igualdad entre los grupos, mientras que al 
mismo tiempo ponen en tela de juicio las restricciones internas que limitan indebi-
damente el derecho individual de los miembros para cuestionar, revisar o rechazar 
las autoridades y prácticas tradicionales (ver también Kymlicka, 2001, 2009). En 
relación con los diversos “derechos de grupos diferenciados” que han sido descri-
tos anteriormente, Kymlicka sostiene que “la mayoría de demandas de derechos 
de grupos específi cos hechas por grupos étnicos y nacionales en las democracias 
occidentales son para protecciones externas” (1995: 42). Aun cuando las restric-
ciones internas también están presentes, por lo general se ven como subproductos 
inevitables de las protecciones externas más que como fi nes deseables en sí mis-
mos. Teniendo en cuenta esto, es posible argumentar que los derechos de las lenguas 
minoritarias constituyen una “protección externa” legítima (May, 2008a), ya que, 

5 Siguiendo las distinciones aceptadas en teoría política y legislación internacional, las minorías 
étnicas se ven como aglutinadoras de grupos de refugiados e inmigrantes que se han establecido en 
una nueva sociedad anfi triona. Las minorías nacionales, sin embargo, son grupos que están asociados 
históricamente a un territorio —es decir, ellos no han emigrado a un territorio desde otro lugar—, 
pero por conquista, confederación o colonización son entonces considerados minorías en su propio 
territorio (Kymlicka, 1995; May, 2008). Generalmente, como veremos luego, es el último grupo el que 
más probabilidades tiene de ver sus derechos reconocidos, por lo menos los derechos “orientados a la 
promoción”. 
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según concluye Kymlicka, “dejar la propia cultura, si es posible, está mejor visto 
que renunciar a algo a lo que uno razonablemente tiene derecho” (1995: 90). En 
relación con esto, argumenta:

La libertad que los liberales reclaman para los individuos no es principalmente la li-
bertad de ir más allá de su lengua y su historia, sino más bien la libertad de moverse 
dentro de su cultura societal para distanciarse de determinados roles culturales, 
elegir qué características de la cultura son las que más merece la pena desarrollar y 
cuáles carecen de valor (1995: 90–91).

La adopción de esta posición, más integradora sobre los derechos lingüísticos 
de los grupos minoritarios dentro de los modernos Estados–nación, concuerda es-
trechamente con una concepción anterior —previa a la Segunda Guerra Mundial— 
de la teoría política, conforme lo demuestra Hobhouse (1928), que creía que “[l]a 
más pequeña nacionalidad no sólo quiere la igualdad de derechos en relación a los 
demás. Se rebela por una cierta vida propia...” (146; la cursiva es mía). Aceptar una 
posición semejante en relación con los derechos humanos también podría abordar 
y mejorar pragmáticamente los múltiples confl ictos políticos donde el lenguaje ha 
sido, o sigue siendo, un factor clave. Los confl ictos en curso incluyen los Países 
Bálticos, Bélgica, Canadá, Sri Lanka, el Tíbet y Turquía, por nombrar sólo algu-
nos (Horowitz, 1985; May, 2008a; Safran, 1999). El lenguaje ha sido también un 
elemento clave en muchos contextos históricos, como la España de Franco con res-
pecto a la supresión de todas las lenguas distintas del castellano durante su régimen, 
y en muchos contextos coloniales y poscoloniales en relación con el menoscabo y la 
exclusión de las lenguas de los pueblos indígenas (May, 2008a: cap. 8 para mayor 
discusión). Sin embargo, según observa Weinstein (1983), mientras que los teóricos 
políticos y otros comentaristas han tenido mucho que decir sobre “el lenguaje de la 
política”, muy pocos han tenido nada que decir acerca de “la política del lenguaje” 
(para observaciones similares, véase también Blommaert, 1996; Grillo, 1989; Hol-
borow, 1999; Kymlicka, 1995)6.

3. Derechos lingüísticos y derecho internacional
Estas ambivalencias hacia cualquier reconocimiento de los derechos grupales en 

la teoría política, incluidos los derechos lingüísticos, también están ampliamente re-
fl ejadas en el dominio del derecho internacional, en especial según ha sido defi nido 
por la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
(1948). Como es bien sabido, todas las referencias a las minorías étnicas y nacio-
nales se suprimieron de la versión fi nal de la Declaración7. Ésta fue, a su vez, el 

6 Las pocas excepciones notables, por lo menos hasta la fecha, han sido las de los teóricos franco–
canadienses argumentando el caso de Québec (ver, por ejemplo, Coulomb, 1995, 1999; y Réaume, 
1999). Desde luego, aquí también podríamos añadir la contribución ideológica de Charles Tay-
lor (1994) sobre “la política de reconocimiento”, aunque el lenguaje forma sólo una parte de su amplia 
argumentación y, cuando lo hace, tiende a estar muy enmarcado en el caso de Québec principalmente.

7 El artículo 2 de la Declaración establece: “Toda persona tiene derecho a disfrutar de todas las 
libertades y derechos proclamados en esta Declaración, sin distinción por raza, color, sexo, religión, 
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resultado de una convicción, generalizada y emergente en ese momento, de que los 
derechos de los grupos minoritarios eran de alguna manera incompatibles con la paz 
y estabilidad nacionales e internacionales. Conforme ha señalado Claude sobre estos 
acontecimientos:

 La hipótesis principal ha sido que los miembros de las minorías nacionales no ne-
cesitan, no tienen derecho a, o no pueden recibir derechos de carácter especial. La 
doctrina de los derechos humanos se ha presentado como un sustituto del concepto 
de derechos de las minorías, con la fuerte implicación de que las minorías cuyos 
miembros gozan de igualdad individual de tratamiento no pueden legítimamente 
pedir disposiciones para el mantenimiento de su particularismo étnico (1955: 211).

Los derechos lingüísticos son especial y actualmente propensos a una asociación 
con la promoción —innecesaria— del particularismo étnico en claro detrimento de 
una cohesión social y política. Según resume hábilmente el destacado sociolingüista 
Joshua Fishman en este punto de vista:

A diferencia de los “derechos humanos”, que golpean a los intelectuales occiden-
tales y occidentalizados como un medio para fomentar una mayor participación en 
las prestaciones e interacciones societales y generales, los “derechos lingüísticos” 
aún son ampliamente interpretados como “regresivos”, ya que, muy probablemente, 
prolongarían la existencia de diferencias etnolingüísticas. El valor de estas diferen-
cias y el derecho a valorar estas diferencias no han sido generalmente reconocidos 
por el moderno sentido occidental de la justicia... (1991: 72).

Y, sin embargo, el asunto que este punto de vista pasa por alto convenientemente 
es una larga historia en el derecho internacional del reconocimiento de los dere-
chos lingüísticos, por lo general dentro de un enfoque más amplio de protección 
cultural específi ca para los grupos minoritarios. En el siglo XIX, por ejemplo, los 
tratados eran a menudo empleados para la protección de los grupos minoritarios, 
inicialmente sobre la base de la religión y más tarde por motivos de nacionalidad 
(Thornberry, 1991a). Estas prácticas culminaron en la organización general de la 
Liga de Naciones, creada a raíz de la Primera Guerra Mundial. La Liga aprobó una 
serie de tratados bilaterales encaminados a obtener el estatuto de política especial 
para los grupos minoritarios dentro de Europa, en lo que fue conocido como el 
proyecto de Protección de las Minorías8. Estos tratados para las minorías —super-

opiniones políticas, origen social o nacional, propiedad, nacimiento o cualquier otro estado”. Por lo 
tanto, las minorías, como tales, no gozan de derechos en la Declaración. Hubo varios intentos de in-
cluir un reconocimiento de las minorías en el texto, pero se desencadenó una fuerte oposición en la 
fase de redacción. El consenso es que “la mejor solución de los problemas de las minorías es fomentar 
el respeto de los derechos humanos” (Thornberry, 1991b: 11–12).

8 Hay que decir que la Liga de las Naciones no albergaba en un principio una preocupación 
formal por los derechos de las minorías. En realidad, no había ninguna disposición que tuviera que 
ver con la protección de las minorías, ni con los derechos esenciales, que fuera a ser incorporada a su 
cometido inicial. Sin embargo, estas omisiones crearon una importante controversia que llevó a la Liga 
de las Naciones a adoptar y supervisar un plan de Protección para las Minorías. Hay que señalar tam-
bién aquí que este plan estaba tan comprometido con un mecanismo de protección hacia los derechos 
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visados por la Corte Permanente de Justicia Internacional (CPJI)— se refi eren prin-
cipalmente a la protección de las minorías “desplazadas” a otros Estados–nación, 
resultado, a su vez, de la reorganización de las fronteras estatales europeas tras la 
Primera Guerra Mundial (Packer, 1999; Wolfrum, 1993). Se incluyeron dos tipos 
principales de medidas: 1) las personas pertenecientes a minorías lingüísticas, entre 
otras, se igualarían a los demás ciudadanos del Estado; 2) los medios para conservar 
las características nacionales de las minorías, incluyendo su/s lengua/s, quedarían 
garantizados.

En la resolución judicial más importante, dictada sobre estas disposiciones 
—la Opinión Consultiva sobre Derechos de las Minorías en Albania (1935)—, la 
CPJI señaló que estos dos requisitos eran inseparables. Llegó a la conclusión de 
que “no habría igualdad real entre una mayoría y una minoría si ésta se veía pri-
vada de sus propias instituciones y en consecuencia se veía obligada a renunciar a 
aquello que constituye la esencia misma de ser una minoría” (Thornberry, 1991a: 
399–403). Sobre la base de esta sentencia, las minorías lingüísticas han confi r-
mado su derecho a establecer escuelas e instituciones privadas, un derecho mínimo 
orientado a la tolerancia. No obstante, siempre y cuando las cifras lo justifi caran, 
se adelantó también otro de los principios fundamentales del derecho internacional 
con respecto a la protección de las minorías, la fi nanciación pública de las escuelas 
medias de lengua minoritaria, ya que se trataba de un derecho más orientado a la 
promoción. En relación con esto y otras decisiones similares, las minorías lingüísti-
cas se han defi nido únicamente por un criterio numérico —es decir, que constituyan 
menos del 50 por ciento de la población—. Dicho esto, la libertad de elección para 
pertenecer a una minoría también parecía estar presente en los tratados, cuestión a la 
que regresaré más adelante.

Sin embargo, según hemos visto, la evolución del derecho internacional dejó 
rápidamente sin efecto los tratados y principios en los que éstos se basaban9. Las 
lenguas minoritarias y los derechos de la educación fueron subsumidos, en gran 
medida, dentro de la defi nición más amplia de los derechos humanos aprobados por 
las Naciones Unidas después de la Segunda Guerra Mundial. Los derechos humanos 
fueron pensados, en sí mismos, para proporcionar una protección sufi ciente a las 
minorías10. En consecuencia, no se consideró necesario ningún derecho adicional 
para los miembros de determinadas minorías étnicas o nacionales. No obstante, in-

individuales, especialmente el derecho a la igualdad, como con una preocupación específi ca acerca de 
las minorías nacionales. De esta manera, el acercamiento de la Liga de las Naciones no es incongruente 
con la adopción más reciente de los Derechos Universales del Hombre (de Varennes, 1996: 26–27).

9 También contribuyó claramente a este alejamiento del reconocimiento cultural minoritario —y 
lingüístico—, el abuso del plan de protección de las minorías por el régimen nazi, mediante el cual 
Hitler utilizó una supuesta inquietud por los derechos de las minorías germanas en el resto de Europa 
como catalizador para la Segunda Guerra Mundial.

10 Realmente no se ha demostrado que éste sea el caso. De hecho, así lo han reconocido últi-
mamente las Naciones Unidas: el Informe sobre Derechos Humanos y Minorías (nº 18, marzo 1992: 
1), por ejemplo, expone: “El establecimiento de normas que generen derechos adicionales y lleguen a 
acuerdos especiales para personas que pertenezcan a minorías o para grupos minoritarios —aunque es 
una meta establecida en las Naciones Unidas desde hace más de 40 años— tiene un progreso lento”.
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cluso dentro de este marco más generalista de los derechos, ha habido ecos, aunque 
débiles, de los principios de protección de las minorías con respecto a la lengua y la 
educación. El más notable de éstos tal vez ha sido el artículo 27 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos —PIDCP— de 1966, que impone un deber 
negativo de los Estados nacionales relativo a la protección de las lenguas y culturas 
de los grupos minoritarios: “En los Estados donde haya minorías étnicas, religiosas 
o lingüísticas, no se negará a las personas pertenecientes a esas minorías el derecho 
que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural, profesar y practicar su propia religión y emplear su propio 
idioma” (la cursiva es mía).

Antes de proceder a examinar ese artículo 27 en relación con sus implicaciones 
específi cas para la lengua y la educación, querría señalar, en primer lugar, la natura-
leza problemática de la cláusula inicial: “En los Estados donde haya minorías étni-
cas, religiosas o lingüísticas...”. Al igual que en muchos otros ejemplos de derecho 
supranacional y/o internacional —véase más adelante—, su promulgación satisfac-
toria depende en última instancia de su cumplimiento por los Estados–nación. Pero 
más allá de eso, en primer lugar, los Estados–nación deben ponerse de acuerdo en 
si la legislación es aplicable a ellos o no. Por tanto, la inicial formulación provisio-
nal del artículo 27 ha permitido que en el pasado algunos Estados–nación simple-
mente negaran que existiera cualquier minoría dentro de su jurisdicción. Francia es 
un ejemplo donde esto ha ocurrido, pero hay muchos países, entre ellos Malasia, 
Tailandia, Japón, Birmania, Bangladesh y otros Estados–nación latinoamericanos 
donde sucede lo mismo (Thornberry, 1991a, 1991b; de Varennes, 1996). Este patrón 
de evasión se ha abordado más recientemente por nuevas directrices en la Observa-
ción General del Pacto, aprobada en abril de 1994, donde se estipula que el Estado 
ya no puede determinar por sí solo si una minoría existe o no en su territorio. Sin 
embargo, el “problema del cumplimiento” permanece como un debate inconcluso.

Sea como fuere, quiero explorar aquí qué pueden implicar las obligaciones reales 
vinculadas al artículo 27 —en particular, en qué medida éstas refl ejan tolerancia o 
promoción/orientación de los derechos lingüísticos de las minorías—. Del mismo 
modo, estoy interesado en explorar más a fondo el grado en que estos derechos se 
acoplan a grupos y/o a los miembros individuales de estos grupos. En primer lugar, 
y en relación a esta última cuestión, el proceso para acordar la forma particular de 
redacción en el artículo 27 nos da algunas pistas importantes. Como explica Patrick 
Thornberry, a partir de esta propuesta inicial —“No se negará a las minorías lingüís-
ticas el derecho... a emplear su propio idioma”—, se llegó a la redacción fi nal del 
artículo 27 del modo siguiente:

La Sub–Comisión [de las Naciones Unidas] prefi rió que “personas pertenecientes a 
minorías” sustituyeran a “minorías”, porque las minorías no son sujetos de derecho 
y las “personas pertenecientes a minorías” fácilmente se podrían defi nir en términos 
jurídicos. Por otra parte, se decidió incluir “en común con los demás miembros de 
su grupo” después de “no se negará” a fi n de reconocer la identidad del grupo 
de alguna forma (1991a: 149).
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La evidente tensión en este caso entre el individuo y la adscripción al grupo 
se refl eja en la cuestión de quién puede exactamente reclamar derechos en virtud 
del artículo 27. Esta cuestión se ha abordado desde dos frentes. En primer lugar, 
siguiendo el precedente establecido por los anteriores tratados sobre las minorías, 
en el artículo 27 éstas han llegado a ser defi nidas estrictamente en términos nu-
méricos. Una minoría se defi ne como un grupo que tiene en común una cultura, 
una religión y/o una lengua y que constituye menos del 50% de la población de un 
Estado. Así, una minoría puede ser numéricamente superior en una provincia en 
particular —como, por ejemplo, son los quebequeses en Québec y los catalanes 
en Cataluña—, pero aun así se la puede clasifi car como una minoría dentro de la na-
ción–Estado. En segundo lugar, cualquier persona puede solicitar ser miembro de un 
grupo de minoría lingüística sobre la base de la auto–adscripción. Sin embargo, para 
benefi ciarse del artículo 27, también debe demostrar que existe algún vínculo con-
creto entre ella y el grupo minoritario. En relación con una lengua minoritaria, esto 
requeriría un vínculo real y objetivo con esa lengua. No sería posible, por ejemplo, 
ser miembro de un grupo étnico minoritario que es conocido por hablar una lengua 
en particular, si la persona no habla esa lengua. Tampoco las lenguas particulares y 
los derechos relacionados con ellas están vinculados a grupos étnicos específi cos, 
ya que más de un grupo étnico puede hablar la misma lengua. Por tanto, determinar 
si un individuo pertenece a una minoría lingüística particular no es una cuestión de 
establecer ningún tipo de categoría jurídica o política, principalmente constituye una 
determinación objetiva basada en algún tipo de relación concreta entre un individuo 
y una comunidad lingüística (de Varennes, 1996).

La defi nición de lo que constituye una minoría lingüística a efectos del artículo 
27 es importante por otra razón. Determina si los derechos a la lengua minoritaria 
y a la educación están orientados a la tolerancia o a la promoción. A este respecto, 
son muy evidentes dos escuelas de pensamiento. Siguiendo la infl uyente revisión 
del alcance del artículo 27, hecha por Capotorti (1979), algunos comentaristas, in-
cluyéndome a mí mismo (May, 1999, 2004; Thornberry, 1991a, 1991b; Tollefson, 
1991; Skutnabb–Kangas, 1998, 2000), hemos argumentado que, si bien las palabras 
“no se negará” podrían entenderse como que al Estado no se le impone ninguna 
obligación para adoptar medidas positivas que protejan esos derechos, una visión 
alternativa igualmente convincente es que “el reconocimiento del derecho a usar 
una lengua minoritaria implica la obligación de que el derecho se haga efectivo” 
(Hastings, 1988: 19). Sobre esta base, se ha argumentado que el artículo 27 abarca 
derechos lingüísticos “orientados a la promoción”, con el apoyo del Estado asis-
tente, en lugar del derecho más limitado y “orientado a la tolerancia” que implica 
una ley exclusivamente negativa.

Esta perspectiva de los derechos lingüísticos “orientada a la promoción” también 
puede estar directamente ligada a la educación. Por ejemplo, el artículo 2 (b) de la 
Convención contra la Discriminación en la Educación (1960) facilita de forma es-
pecífi ca la creación o el mantenimiento, por motivos lingüísticos, de escuelas sepa-
radas, siempre que la asistencia sea opcional y la educación dependa de las normas 
nacionales. Además, el artículo 5 de dicha Convención reconoce el derecho esencial 
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de las minorías a mantener sus propias actividades educativas y, al hacerlo, a usar o 
enseñar en su propio idioma. Posteriormente, matiza este derecho, un tanto contradic-
torio, condicionándolo a las políticas educativas del Estado y garantizando que no 
menoscaba la soberanía nacional ni la capacidad de las minorías para participar en 
la vida nacional. Sin embargo, el derecho a la educación de las lenguas minoritarias 
no puede ser establecido (Hastings, 1988).

No obstante, la pregunta sigue siendo, en todo caso, en qué medida el Estado 
debe fi nanciar la lengua y la educación minoritarias. Los derechos “orientados a la 
promoción” sugieren que ellos mismos deberían decidir necesariamente quién puede 
optar a esos derechos. La revisión de Capotorti (1979), por ejemplo, se basaba en el 
entendimiento de que el artículo 27 se aplica únicamente a las minorías nacionales, 
—los inmigrantes, los trabajadores migrantes, los refugiados y los no ciudadanos 
que fueron excluidos—. En cambio, los derechos “orientados a la tolerancia” no im-
plican ninguna obligación del Estado. Aunque necesariamente están más limitados, 
al menos esos derechos tienen la ventaja de ser aplicables a una gama más amplia 
de grupos minoritarios. Y esto nos lleva a la otra escuela de pensamiento sobre el 
artículo 27. Fernand de Varennes (1996) sostiene que la interpretación de Capotorti 
sobre una obligación más activa del Estado en nombre de las minorías naciona-
les, y el comentario posterior que sostuvo esta posición, no refl ejan las verdaderas 
intenciones del artículo 27. De hecho, Capotorti lo admitió en el momento de su 
revisión. En efecto, dejó de lado lo que los redactores quisieron decir originalmente, 
debido a su preocupación de que un deber negativo no fuera sufi ciente para proteger 
los derechos de las lenguas y educaciones minoritarias. En retrospectiva, de Varen-
nes sugiere que el pesimismo de Capotorti pudo haber estado fuera de lugar. Des-
pués de todo, los tratados de las minorías ya habían establecido el viejo principio de 
lengua y educación privadas para las minorías sin ningún obstáculo por el Estado. 
En efecto, también se reconocía que, si los números lo garantizaban, se podría esta-
blecer alguna forma de educación minoritaria subvencionada por el Estado. Como 
concluye de Varennes: 

Por lo tanto, el artículo 27 parece ser parte de un continuo legal establecido desde 
hace tiempo mediante el cual los derechos de las minorías lingüísticas a usar su 
lengua entre sí incluyen necesariamente el derecho a establecer, administrar y diri-
gir sus propias instituciones educativas, donde su lengua se utilice como medio de 
instrucción en la medida en que se considere adecuado por la propia minoría (1996: 
158).

Los debates sobre los méritos del artículo 27 como un instrumento útil para los 
derechos “orientados a la promoción” todavía no han terminado. Sea como fuere, 
por lo menos, podemos concluir que el artículo 27 sanciona una referencia clara 
para los derechos del lenguaje y de la educación “orientados a la tolerancia”. Este 
nivel de protección de los derechos de las lenguas y la educación se aplica a todos 
los grupos minoritarios sobre la base de la estricta interpretación numérica de las 
minorías en el derecho internacional. De hecho, cuando una minoría tiene un nú-
mero sufi ciente, sigue habiendo un cierto margen adicional para la enseñanza de 



143Revista de Antropología Social
2010, 19  131-159

Stephen May Derechos lingüísticos como derechos humanos

lenguas a cargo del Estado, aunque, dado el énfasis del artículo 27, esta decisión 
queda a discreción de las propias naciones–Estado. Esto nos lleva al problema cen-
tral del artículo 27 y, de hecho, de la mayoría de la legislación internacional en 
este ámbito, incluida la más reciente —ver más abajo—. En resumen, gran parte 
de la aplicación de tales medidas es aún dependiente de lo que los Estados–nación 
consideren apropiado. De este modo, el resultado se confía a las vicisitudes de la 
política interna nacional, donde la disposición de los derechos de las minorías se ve 
principalmente como una cuestión de generosidad política, en lugar de una cuestión 
fundamental de derechos humanos. A su vez, la consecuencia de esto es, con mucha 
frecuencia, la adopción del nivel mínimo de los derechos necesarios —y a veces ni 
tan siquiera eso—.

A pesar de esta difi cultad, la noción de una visión más orientada a la promoción 
de los derechos de la educación y las lenguas minoritarias parece estar ganando 
algo de terreno, al menos para las minorías nacionales —es decir, aquellos grupos 
minoritarios con una asociación historicamente establecida con un territorio deter-
minado—. En este sentido, ha habido una serie de instrumentos recientes en derecho 
internacional que, al menos en teoría, permiten una perspectiva más orientada a la 
promoción de los derechos lingüísticos y de la educación. Estos instrumentos son, 
a su vez, producto de un enfoque más fl exible hacia las minorías tras la Guerra Fría 
(Preece, 1998).

Uno de los instrumentos más importantes es la Declaración de las Naciones Uni-
das sobre los Derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales, étnicas 
o religiosas, aprobada en diciembre de 1992. Esta Declaración de la ONU reconoce 
que la promoción y protección de los derechos de las personas pertenecientes a mi-
norías contribuye, en realidad, a la estabilidad política y social de los Estados en que 
viven —Preámbulo—. En consecuencia, la Declaración reformula el artículo 27 del 
Pacto de la siguiente manera: “Las personas pertenecientes a minorías nacionales o 
étnicas, religiosas y lingüísticas… tendrán derecho a disfrutar de su propia cultura, 
profesar y practicar su propia religión, y a utilizar su propio idioma, en privado y en 
público, libremente y sin injerencia ni discriminación de ningún tipo” (artículo 2. 1; 
la cursiva es mía).

De este modo, podemos ver que la expresión “no se negará” en el artículo 27 ha 
sido sustituida por el más activo “tendrán derecho”. Además, y signifi cativamente, 
la formulación reconoce que las lenguas minoritarias se pueden hablar tanto en el 
dominio público como en el dominio privado sin temor a la discriminación. Dicho 
esto, la Declaración de la ONU de 1992, a diferencia del PIDCP, queda como una 
recomendación y no como un pacto vinculante —en última instancia, corresponde a 
los Estados–nación decidir si desean cumplir con sus preceptos—. En una línea si-
milar, el verdadero artículo que se ocupa de la educación de las lenguas minoritarias 
—artículo 4. 3— matiza considerablemente la intención positiva más general del 
artículo 2. 1: “Los Estados deberán adoptar medidas apropiadas de modo que, siem-
pre que sea posible, las personas pertenecientes a minorías puedan tener oportunida-
des adecuadas de aprender su idioma materno o de recibir instrucción en su idioma 
materno (Skutnabb–Kangas, 2000: 533–535, para una discusión más amplia).
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Otras novedades en la legislación paneuropea también refl ejan las tensiones riva-
les entre, por una parte, una adaptación cada vez mayor de los derechos “orientados 
a la promoción” de las lenguas y la educación de las minorías y, por otra, una reti-
cencia permanente de las naciones–Estados a aceptar ese punto de vista. La Carta 
Europea de Lenguas Regionales o Minoritarias (1992) es un ejemplo de ello. Ofrece 
una escala móvil de la oferta educativa para las lenguas de las minorías nacionales 
y regionales —pero no para las de los inmigrantes—, que oscila entre un mínimo 
de derechos para los grupos más pequeños —como, por ejemplo, sólo prestaciones 
para preescolar— y derechos más generosos para los grupos minoritarios más gran-
des, tales como enseñanza de la lengua en primaria y secundaria. Sin embargo, una 
vez más, queda a criterio de los Estados–nación lo que ofrecen, para lo que se basan 
tanto en consideraciones locales como en el tamaño del grupo en cuestión.

Los Estados–nación europeos también conservan un margen y una fl exibilidad 
considerables sobre qué artículos de la Carta deciden realmente aceptar primero. A 
este respecto, sólo se les exige aceptar 35 de los 68 artículos, aunque 3 de esos 
35 artículos deben referirse a la educación. El proceso es doble. Un Estado debe 
fi rmar primero la Carta reconociendo de manera simbólica su compromiso con los 
valores y los principios de la Carta. Después de esto, los Estados pueden ratifi car 
el tratado —en este caso, reconociendo formalmente qué lenguas regionales parti-
culares o minoritarias dentro del Estado deben ser incluidas bajo los auspicios del 
tratado—. Sobre esta base, 33 Estados europeos han fi rmado la Carta, aunque sólo 
24 de éstos lo han ratifi cado (Grin, 2003; Nic Craith, 2006)11.

Un patrón similar se puede detectar en el Convenio Marco para la Protección 
de las Minorías Nacionales (1994), que fue aprobado por el Consejo de Europa en 
noviembre de 1994 y que entró en vigor en febrero de 1998. El Convenio Marco 
permite una amplia gama de derechos basados en la tolerancia hacia las minorías 
nacionales, incluidos los derechos a la lengua y a la educación. También afi rma en 
un nivel más general que los Estados participantes deben “favorecer las condiciones 
necesarias para que las personas pertenecientes a minorías nacionales puedan man-
tener y desarrollar su cultura, y preservar los elementos esenciales de su identidad, 
a saber, su religión, su lengua, sus tradiciones y su patrimonio cultural” (artículo 
2. 1). Dicho esto, las disposiciones específi cas para el lenguaje y la educación si-
guen estando lo sufi cientemente matizadas como para que la mayoría de los Estados 
puedan evitarlas si así lo desean (Grin, 2003; Nic Craith, 2006; Thornberry, 1997, 
Troebst, 1998).

Por tanto, los avances en derecho internacional son a la vez alentadores y decep-
cionantes. El principio de reconocimiento de las minorías en cuanto a su lengua y 
educación está legalmente consagrado, al menos como un derecho mínimo “orien-
tado a la tolerancia” —es decir, cuando se circunscribe a la esfera privada—. Sin 
embargo, una interpretación más liberal de los derechos “orientados a la tolerancia” 

11 A partir de 2009, nueve Estados europeos han fi rmado la Carta, pero no la han ratifi cado: 
Azerbaiyán, Bosnia Herzegovina, Francia, Islandia, Italia, Malta, Moldavia, Rusia y la República de 
Macedonia.
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—que implican una cierta ayuda del Estado cuando las cifras lo justifi can—, e indu-
dablemente unos derechos “orientados a la promoción”, siguen siendo dependientes 
en gran parte de la generosidad de cada uno de los Estados–nación en su interpreta-
ción de la ley internacional —y nacional— en relación con las minorías. Dicho esto, 
es indudable que hay una presión creciente por los propios grupos minoritarios para 
conseguir un mayor reconocimiento de los derechos de la lengua y la educación por 
separado y, cuando las cifras lo justifi quen, conseguir alguna forma de reconoci-
miento y fi nanciación estatal con respecto a éstos. En este sentido, si bien no puede 
haber ninguna garantía jurídica irrefutable del reconocimiento y de la fi nanciación, 
conjuntamente hay un reconocimiento cada vez mayor en el derecho internacional 
y nacional de que las minorías considerables dentro del Estado–nación tienen una 
expectativa razonable de algún tipo de apoyo estatal (de Varennes, 1996). Dicho 
en otras palabras, si bien no sería razonable que se pidiera a los Estados–nación 
fi nanciar servicios de lenguas y educación para todas las minorías, cada vez está 
más aceptado que, cuando una lengua es hablada por un número signifi cativo de 
personas dentro de la nación–Estado, no sería razonable que no se proporcionara un 
cierto nivel de servicios estatales y de actividad en esa lengua.

Dado lo anterior, estos argumentos están convirtiéndose en un asunto que tiene 
que ser abordado por los Estados–nación de una forma u otra. Esto es tanto una 
opción moral como política de los Estados–nación, ya que la prolongada práctica 
de no dar cabida a las demandas de las minorías no es tan fácilmente defendible en 
el clima social y político de hoy. Hacer caso omiso de tales exigencias tampoco pa-
rece adecuado para sofocar o reducir la cuestión de los derechos lingüísticos de las 
minorías, como se hacía antes. De hecho, es mucho más probable que aumenten. En 
estas circunstancias:

cualquier política en favor de una sola lengua y la exclusión de todas las demás 
puede ser muy arriesgada... porque entonces se convierte en un factor que pro-
mueve la división en vez de promover la unifi cación. En lugar de integración, una 
política lingüística estatal desacertada e inapropiada puede tener el efecto contrario 
y causar una protesta generalizada (de Varennes, 1996: 91).

4. El caso de Cataluña
La naciente, aunque continua, tendencia en derecho internacional para lograr un 

mayor reconocimiento de los derechos lingüísticos, “orientados a la promoción” 
para las minorías, también está apoyada en la esfera europea por la urgencia de 
una alternativa dentro del marco político a nivel regional. Este proceso de “euro-
peización” (Keating, 2009; Trenz, 2007) ha permitido a grupos minoritarios operar 
de una manera independiente de —o al menos en conjunción con— las naciones a 
las cuales están en este momento sometidas, promoviendo su causa para un mayor 
reconocimiento cultural y lingüístico. Según ya recalcó Esteve, a principios de los 
años noventa: “la dinámica de la situación actual sugiere que Europa puede evo-
lucionar hacia una compleja asociación de comunidades autónomas en las cuales 
el proceso de unifi cación supranacional es acompañado por un refuerzo de… las 
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autonomías regionales” (1992: 259). El periodo de intervención parecería confi r-
mar esta observación, con la creciente infl uencia de la Europa de las regiones y, en 
particular, del Consejo Europeo del Congreso de Autoridades Locales y Regionales 
(Likhachev, 2009; Trommer y Cari, 2006). Además, las minorías lingüísticas han 
sido particularmente propensas a utilizar este “espacio intermedio de opinión” en 
el polivalente sistema europeo para facilitar y difundir “orientaciones comunes y 
modelos de interés particular para la protección de minorías” (Trenz, 2007: 161).

Un buen ejemplo de ello es el de Cataluña, que desde 1979 comenzó a restable-
cer satisfactoriamente y, desde entonces, a consolidar los derechos de las minorita-
rias cultura y lengua catalanas, como una de las 17 autonomías del multinacional 
Estado español post–franquista. La Generalitat de Cataluña ha conseguido de esta 
manera el multilateral reconocimiento concedido a las diferentes regiones por la 
nueva Constitución española —ver abajo—. El gobierno catalán también ha sido un 
destacado partidario de la Europa de las regiones y, dentro de los estrechos límites 
del sistema intergubernamental de política, ha participado en todo lo posible en los 
proyectos ofi ciales de la Unión Europea (Keating, 1996, 1997, 2009; Keating y Hoo-
ghe, 1996). Por lo tanto, estos desarrollos en el ámbito regional han proporcionado 
un importante espectro de apoyo institucional para el restablecimiento del catalán 
como lengua en el ámbito cívico o público de Cataluña, después de la larga pros-
cripción bajo el sistema franquista, aunque, como veremos, no sin la oposición de 
una gran parte del Estado español.

El catalán es una lengua regional mayoritaria en el área de Cataluña; abarca alre-
dedor de 9 millones de hablantes en Cataluña y el resto de Europa. En la actualidad, 
fuera de Cataluña, el catalán se habla en Valencia, Islas Baleares, Andorra, la ciu-
dad de Alguero en Cerdeña y en el departamento francés de los Pirineos Orientales 
—también conocido como el Rosellón francés— (Fishman, 1991). Sin embargo, to-
davía sigue siendo una lengua claramente minoritaria comparada con el extenso país 
español donde se encuentra. Strubell (1998) argumenta que, de hecho, el catalán es 
único en Europa, porque es la única lengua de ese tamaño que ha conseguido sobre-
vivir los tres últimos siglos sin haber tenido un Estado que la apoyara. Es también 
la única lengua que, en esas circunstancias, no ha entrado en un irreversible declive 
demográfi co. Esta resistencia del catalán se debe en gran parte al prominente papel 
que Cataluña ha tenido a lo largo de la historia, ya que sus raíces se pueden rastrear 
hasta antes del siglo décimo (Castell, 1997). Esta historia, se caracteriza a su vez por 
la insistente búsqueda de una mayor autonomía lingüística y política para Cataluña, 
a menudo en el punto de mira de políticas altamente centralistas que reprimieron las 
instituciones políticas catalanas y también su lengua.

El ejemplo más reciente de esto, desde luego, se encuentra en la dictadura de 
Franco a lo largo de 40 años en España (1936–1975), que contemplaba la prohibi-
ción ofi cial del catalán en todos los ámbitos públicos —administración, comercio, 
educación, medios de comunicación e incluso, en aquel momento, en la Iglesia— y 
la despiadada ejecución de esas restricciones lingüísticas. Incluso nombres y topó-
nimos catalanes fueron prohibidos y sustituidos por nombres españoles —caste-
llanos— equivalentes. El catalán en sí mismo fue declarado un “mero dialecto” y 
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la propaganda ofi cial de aquel periodo describe a sus hablantes como “perros la-
drando” o como “no cristianos” (Fishman, 1991). Sólo después de 20 años fueron 
suavizadas esas restricciones, al menos en parte, con una cierta libertad sobre el 
uso del catalán en la Iglesia. Alrededor de 1970, se promulgó una ley de educación 
permitiendo la enseñanza del catalán —no en catalán—, pero realmente esta ley no 
fue aplicada hasta 1975, el año de la muerte de Franco (Fishman, 1991). Dejando 
aparte estas tardías y limitadas concesiones, el “glorioso Movimiento Nacional” de 
Franco era claramente un movimiento español nacionalista y centralista, que tenía 
en su punto de mira la represión del catalán y la sustitución del mismo por el espa-
ñol castellano o “lengua del imperio” (Strubell, 1998).

Después de la muerte de Franco, la democracia fue rápidamente restaurada en 
España y una nueva constitución fue refrendada por los principales partidos políti-
cos que surgieron en las primeras elecciones democráticas, un logro nada desprecia-
ble. Pero, de un modo aún más radical, la Constitución española de 1978 se alejó, 
hasta cierto punto, del centralismo y de las políticas abiertamente asociacionistas 
que habían predominado en la política española durante las dos centurias anteriores, 
y más claramente en la época de Franco. A este respecto, la Constitución española 
consiguió un sutil acto de equilibrio. Por una parte, continuaba enfatizando el pro-
ceso en curso de unidad y cohesión social, característico en el tradicional concepto 
centralista del Estado–nación —español—, sobre todo por la proclamación del es-
pañol como única lengua ofi cial del Estado, que debía ser hablada por todos los 
ciudadanos. Por otra parte, la Constitución también reconocía específi camente el 
pluralismo cultural y lingüístico de España, garantizando derechos específi camente 
culturales y lingüísticos, y otorgando un importante grado de autonomía política a 
las diferentes minorías nacionales del Estado español. Esto último acercó mucho 
más a España al modelo de un Estado multicultural —y plurilingüístico—. El ar-
tículo 2 de la Constitución engloba ambas posturas: “La Constitución se fundamenta 
en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos 
los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalida-
des y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas (citado en Guiber-
nau, 1997: 93).

Sobre esta base, las 17 autonomías españolas fueron consecuentemente estable-
cidas, siendo Cataluña la primera a través de su Estatuto de Autonomía, promulgado 
en 197912. El Estatuto de Autonomía catalán de 1979 es signifi cativo por el hincapié 
que hace en los orígenes históricos de Cataluña, especialmente de su lengua y cul-
tura, junto con su restauración dentro de un proyecto político democrático, especí-
fi camente moderno y modernizador. De este modo, en el Preámbulo se establece: 
“En el proceso de recuperar su libertad democrática, el pueblo de Cataluña también 
recupera sus instituciones para el auto–gobierno” (citado en Guibernau, 1997: 94). 
El Estatuto también es signifi cativo por su reconocimiento específi co de la identi-
dad colectiva y la libertad —o, para más exactitud, grupo diferenciado de derechos, 

12 Un nuevo Estatuto de Autonomía, aplicado en 2006, se explica más adelante.
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como vaticinó Kymlicka; ver mi argumentación anterior—, un reconocimiento que 
está implícito en el siguiente texto:

La libertad colectiva de Cataluña encuentra en las instituciones de la Generalitat 
[el gobierno] un vínculo con una larga historia de énfasis y respeto por los derechos 
fundamentales y las libertades públicas de gentes y pueblos: una historia que la 
gente de Cataluña quiere continuar para hacer posible la creación de una sociedad 
democrática con visión de futuro (citado en Guibernau, 1997: 95; la cursiva es mía).

Un ejemplo concreto del derecho de grupo es el derecho a hablar catalán dentro 
de Cataluña. En este punto el Estatuto de 1979 es muy claro estableciendo que el 
catalán es “la llengua pròpia de Catalunya” —la lengua propia de Cataluña— y que 
“el catalán es la lengua ofi cial de Cataluña como el castellano es la lengua ofi cial de 
todo el Estado español” (artículo 3. 2; Artigal, 1997: 135; Guibernau, 1997: 96). El 
Estatuto también establece un plan de acción concreto:

La Generalitat… garantizará el uso normal y ofi cial de ambas lenguas, adoptará 
cualquier medida que se considere necesaria para asegurar que ambas lenguas sean 
conocidas y creará las condiciones necesarias de manera que se consiga una com-
pleta igualdad entre ambas en todo lo que concierne a los derechos de los ciudada-
nos de Cataluña (artículo 3. 3; citado en Strubell, 1998: 163).

La tarea de llevar a cabo este proyecto fue encomendada a la coalición naciona-
lista Convergencia i Unió —CIU—, liderada por Jordi Pujol, elegido para dirigir la 
Generalitat en las primera elecciones autonómicas de 1980. CIU, que permaneció en 
el poder hasta 200313, insistía en el peculiar carácter político de Cataluña, pero sos-
tenía que éste podría ser mantenido dentro del Estado multinacional español mejor 
que desde la separación (Guibernau, 1997, para más información). CIU también le 
daba mucha importancia al hecho de albergar y mantener una identidad catalana 
diferenciada. Su defi nición de quién era catalán incluía a aquéllos que viven y tra-
bajan en Cataluña —no se hacía ninguna distinción religiosa, étnica o racial—. Pero 
CIU añadía la advertencia “y quiere ser catalán”, y el gesto de “querer ser catalán” 
era aprender a hablar la lengua (Castells, 1997). Tal y como Pujol, el más longevo 
ex–presidente de CIU, afi rmó: “Nuestra identidad como país, nuestro deseo de serlo 
y nuestras perspectivas para el futuro dependen de la preservación de nuestra len-
gua” (citado en Gibernau, 1997: 101). Por eso, muchos de los siguientes esfuerzos 
de CIU se centraron en aumentar la política autonómica de Cataluña con respecto a 
España y en restablecer por completo el catalán como la lengua ofi cial del Estado y 
de la sociedad civil.

13 CIU es actualmente el partido más votado en las elecciones autonómicas de Cataluña, pero en 
2003 perdió la mayoría absoluta. En la actualidad, es el principal partido de la oposición en el ámbito 
autonómico, después de haber sido reemplazado en el gobierno por una coalición tripartita, formada 
en el año 2003 y reformada en las elecciones autonómicas de 2006 que fueron convocadas debido a las 
divisiones en la coalición.
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El restablecimiento del catalán como lengua cívica, sobre el que me extenderé 
en adelante, ha sido conseguido gracias a un amplio programa de política lin-
güística dentro de Cataluña. El principal instrumento de este programa, al menos 
inicialmente, fue la Llei de Normalització Lingüística —Ley de Normalización 
Lingüística—, de 1983, también conocida como Fuero de la Lengua Catalana. La 
normalización lingüística en el contexto catalán fue descrita por primera vez por 
el Congreso de Cultura Catalana —1975–1977— como: “un proceso a lo largo del 
cual la lengua recobra gradualmente las anteriores funciones que había perdido y al 
mismo tiempo refuerza su infl uencia en los sectores sociales dentro del territorio, 
donde no se había utilizado antes” (citado por Torres, 1984: 59). A la luz de esto, 
y siguiendo a Fishman (1991), el proceso de normalización lingüística emprendido 
posteriormente en Cataluña se puede describir definiendo sus tres objetivos de 
expansión:
1. Conseguir la promoción simbólica y la institucionalización funcional del catalán 

en todos los sectores clave de dominio público y privado.
2. Corregir el analfabetismo catalán y cualquier sentimiento de inferioridad aso-

ciado al catalán, ambos heredados de la época franquista. 
3. A través de “una política de persuasión” (Woolard, 1985, 1986, 1989), conseguir 

el compromiso entre los castellano–parlantes de que cambien al catalán como 
primera lengua, y al mismo tiempo hacer frente a cualquier hostilidad hacia el 
catalán debida a que se percibiera como una “amenaza” al idioma español, la 
lengua ofi cial del Estado español.

En el curso de los últimos 30 años, Cataluña ha tenido un gran éxito al conseguir 
los dos primeros objetivos aunque, como veremos, el tercero sigue siendo polémico. 
Hoy en día, los ciudadanos catalanes tienen pleno derecho a usar el catalán en todas 
las ocasiones —públicas o privadas—, mientras que todos los documentos orales y 
escritos de las autoridades locales se realizan en catalán. Desde luego, estos cambios 
no se han efectuado de la noche a la mañana, y la característica más importante 
de la planifi cación lingüística del catalán, particularmente en sus primeras etapas, 
fue el gradual acercamiento, para así asegurarse un amplio apoyo entre Cataluña y 
España en su totalidad (Artigal, 1997; Hoffman, 1999, 2000; Miller y Miller, 1996; 
Woolard, 1989).

Pero los intentos posteriores de ampliar la situación jurídica y el alcance institu-
cional del catalán han resultado ser más controvertidos, particularmente en el resto 
del Estado español, aunque esto se ajusta al polémico reconocimiento de los “de-
rechos de promoción” de la lengua de una manera general, como se argumenta en 
este artículo. En este punto, lo más destacable es el Acta de Política Lingüística del 
catalán, de 1998, y el actual afi anzamiento de la legislación sobre la lengua catalana, 
que se estableció en la revisión del Estatuto Catalán de Autonomía en 2006.

El Acta de Política Lingüística del Catalán de1998 tenía tres objetivos principa-
les. El primero era apoyar la consolidación legal de las políticas lingüísticas catala-
nas en las escuelas y el ámbito civil, aplicando una educación catalana unifi cada, en 
el primer caso, y potenciando aún más la exigencia a todos los funcionarios públicos 
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de la Generalitat catalana y a todas las autoridades locales de utilizar la lengua ca-
talana. El segundo objetivo era incrementar la presencia del catalán en los ámbitos 
comerciales y de comunicación —donde el castellano permanecía como lengua 
dominante—, principalmente a través de la introducción de un sistema de cuotas 
mínimas en lengua catalana en los medios audiovisuales, y la demanda de un ser-
vicio bilingüe en el sector comercial. Acerca de este último punto, el Acta hizo un 
llamamiento a las compañías privadas para aplicar programas o medidas en apoyo 
de un mayor uso del catalán. El tercer objetivo del Acta era conseguir una base más 
amplia de difusión, para lograr una completa igualdad entre el catalán y el español 
en todos los ámbitos del lenguaje protocolario. Esto incluía no sólo las áreas au-
tonómicas de administración consideradas dependientes de la Generalitat catalana, 
sino también aquellos ámbitos que permanecían bajo la jurisdicción del gobierno 
central de España, especialmente el sistema judicial, legislativo y de recaudación de 
impuestos (Costa y Wynants, 1999; ver también Costa, 2003).

Mientras que la Ley de Normalización Lingüística (1983) se ocupaba principal-
mente de la difusión del conocimiento del catalán en Cataluña, especialmente en la 
educación y el ámbito civil, el Acta de Política Lingüística del catalán se centraba 
sobre todo en extender aún más su alcance jurídico e institucional. Estas medidas 
constituyeron, en efecto, un “nuevo paso” en el desarrollo de la promoción de los 
derechos lingüísticos del catalán. Inevitablemente tal “cambio de ritmo” generó 
controversia y oposición, a pesar de la gran aceptación de las medidas lingüísticas 
que había habido hasta ese momento. Sin embargo, una curiosa característica de 
esta oposición fue que, en gran medida, ésta se había iniciado y alimentado en algún 
otro lugar de España, en vez de en Cataluña. También tendía a estar fi rmemente 
arraigada en una ideología política conservadora, que abogaba por el regreso a un 
nacionalismo español, nacional y tradicionalista (DiGiacomo, 1999), relacionado 
con un recorte de autonomía regional. Ésta fue una clave característica en la política 
retórica del partido conservador español —el Partido Popular— mientras estuvo en 
el poder de 1996 a 2004, y continúa formando parte de su programa político en la 
oposición desde entonces. Esto también se refl ejó en la presunción, frecuentemente 
pregonada en los medios de los años 90, de que el avance del catalán constituía 
una amenaza directa a la primacía del español y a la libre elección de idioma de los 
castellano–parlantes. Esto se refl eja en el titular de un periódico español de 1993: 
“Como Franco pero al revés: Persecución del castellano en Cataluña” (anotado en 
Costa y Wynants, 1999).

Así, cuando el modelo unifi cado de la aplicación del catalán en la educación se 
adoptó por primera vez en 1993, la oposición llevó al gobierno catalán al Tribunal 
Constitucional español, argumentando que tal medida contravenía el derecho indivi-
dual a hablar español, amparado por la Constitución. Desafortunadamente para los 
demandantes, el Tribunal Constitucional estableció, en diciembre de 1994, que la 
aplicación del modelo educativo catalán era constitucional, dado que su fi n era tener 
ambas lenguas, el catalán y el español, y habida cuenta de que ese objetivo estaba 
claramente conseguido debido a la amplia presencia del español en el ámbito social 
(Artigal, 1997: 140). Esta decisión es bastante coherente con otra previa del mismo 
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Tribunal, en febrero de 1991, relacionada con el requisito ofi cial de conocer la len-
gua catalana para poder ser funcionario en Cataluña. Los oponentes de la lengua 
catalana argumentaron ante el Tribunal, en aquella ocasión, que tal requerimiento 
discriminaba por motivos idiomáticos a los que hablaban español, mientras que li-
mitaba la libertad de movimientos que la Constitución española garantiza a todos 
sus ciudadanos. Sin embargo, el Tribunal Constitucional dictaminó que el estable-
cimiento de una lengua ofi cial en una región autónoma no era un requerimiento 
irrazonable ni desproporcionado (Miller y Miller, 1996). Volviendo a la distinción 
de Kymlicka, anteriormente comentada, se consideró que las restricciones impues-
tas por la legislación catalana en materia lingüística no eran tan importantes como 
para desafi ar esas leyes, y que sus fundamentos constituían una protección externa.

Sin embargo, la oposición al afi anzamiento de los derechos de la lengua catalana 
continúa estando presente en el panorama político español. Surgió de nuevo con la 
revisión y sustitución del Estatuto de Autonomía Catalán de 1979 por el Estatuto del 
año 2006, que consolidaba y ampliaba las áreas clave de autonomía regional, inclu-
yendo la lengua catalana y la educación. El Estatuto de Autonomía de 2006 nació 
de un destacado Informe sobre la reforma del Estatuto de Cataluña, hecho en 2004 
por el Institut d’Estudis Autonomics —IEA—, el cual destacaba una serie de limi-
taciones que ya habían sido admitidas en el Estatuto de Autonomía de 1979. Éstas 
incluían una continua falta de reconocimiento de Cataluña como “nación” y una au-
sencia de negociaciones bilaterales sobre la fi nanciación, especialmente sobre la re-
caudación de impuestos. A lo largo de los años 2004 y 2005 tuvieron lugar intensas 
y, a veces, controvertidas, negociaciones entre el gobierno catalán y el gobierno cen-
tral, entonces dirigido por el Partido Socialista Obrero Español —PSOE—, liderado 
por el presidente Rodríguez Zapatero (para una mayor ampliación y análisis ver 
Colino, 2009). Gran parte de la controversia se centraba en la inclusión del termino 
“nación” en el nuevo estatuto, que al fi nal fue considerado como inconstitucional, 
así como de los acuerdos bilaterales sobre la fi nanciación. Sin embargo, se llegó a 
un acuerdo entre los partidos políticos catalanes y el gobierno central, y fue aplicado 
en marzo de 2006. Hasta el momento —2009— otros siete estatutos de autonomía 
en España han sido igualmente revisados.

Los aspectos clave del nuevo estatuto catalán hacen hincapié en una identidad 
regional diferenciada, distinta de la del Estado español, con ideas de identidad na-
cional incluidas —en forma de compromiso— más en el Preámbulo que en el texto 
en sí. Con esta amplia reafi rmación de la autonomía regional, la política lingüística 
desarrollada por Cataluña a lo largo de estos últimos treinta años se consolida con 
creces. Tal y como Colino resume:

Siguiendo la idea de que el catalán es la única lengua “propia” de Cataluña y con-
siderando al español simplemente como la lengua ofi cial del Estado, el nuevo es-
tatuto establece el catalán como la lengua de uso preferencial en los organismos 
de administración pública, en los medios, y también como la lengua de uso para el 
sistema educativo, extendiendo ahora su uso también a la educación universitaria… 
[Hacen falta ciudadanos] para conocer la lengua autonómica… por lo tanto hay 
que igualar su situación con el español en la Constitución. También introduce la 
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llamada obligatoria disponibilidad lingüística, la cual impone a los negocios y esta-
blecimientos la obligación de contestar a sus clientes en la lengua que éstos elijan 
(2009: 275).

Además, el Estatuto garantiza el reconocimiento del aranés, una variante del 
occitano, hablado en la comarca del Valle de Arán, y la lengua de signos catalana 
como lengua coofi cial junto con el castellano y el catalán. También hay un recono-
cimiento relacionado con los hablantes de otras lenguas —como, por ejemplo, el 
romaní, el urdu, el árabe o el tamazight—, que gozarán de un derecho de tolerancia 
para mantener esas lenguas en su ámbito privado y para asegurarles el acceso a los 
servicios más importantes y al aprendizaje de las lenguas ofi ciales de la comunidad 
autónoma (París, 2007).

5. Conclusión
El caso catalán demuestra cómo el acercamiento a la ciudadanía de un grupo 

diferenciado, en conjunción con un proceso de compromiso político a todos los ni-
veles, puede mejorar signifi cativamente las posibilidades y perspectivas de los dere-
chos lingüísticos considerados derechos claves del hombre. Con el apoyo del de-
recho internacional, se permite también el reconocimiento de nuestras, cada vez más 
frecuentes y múltiples, identidades lingüísticas, así como el derecho a usar todas las 
lenguas que posee el individuo —si así lo elegimos— en el ámbito privado o fami-
liar —“derecho a la tolerancia”—, y también en el ámbito cívico o público —“de-
recho de promoción”—; éste último, normalmente, según el criterio de “cuando las 
cifras lo justifi quen”.

Sin embargo, el caso catalán también muestra que la validez de los “derechos de 
promoción”, así como los fundamentos sobre los que tienen que estar garantizados, 
siguen siendo controvertidos y —a menudo— rebatidos, incluso si están ya perfec-
tamente establecidos. El hecho de que estos argumentos en contra no sean válidos 
y puedan ser refutados no cambia la naturaleza frecuente y, a veces, ruidosa de la 
oposición continua a tales derechos promocionales del lenguaje. Después de todo, 
en el caso de Cataluña, la promoción del catalán no amenaza claramente la posi-
ción de la lengua española o los derechos de los castellano–parlantes en el territorio 
español. El español nunca ha estado prohibido ofi cialmente en ningún lugar de Ca-
taluña —entre otras razones, porque la Constitución lo impide— ni, en realidad, lo 
ha estado ninguna otra lengua. El español está realmente establecido como el único 
idioma ofi cial de todo el Estado español, mientras que el catalán sólo tiene derechos 
de lengua coofi cial dentro del territorio de Cataluña. Y el español sigue siendo la 
lengua predominante en los medios, así como en los ámbitos judiciales, fi scales y 
comerciales en territorio catalán, aunque esto puede cambiar en lo sucesivo con la 
llegada del nuevo Estatuto.

La continua oposición a los derechos lingüísticos “orientados a la promoción” 
es a menudo expresada en términos de derechos individuales —normalmente, el 
derecho de la mayoría de los hablantes, en español en este caso— para permane-
cer en una situación monolingüe. La oposición se enmarca frecuentemente en un 
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discurso sobre la “intolerancia”, según el cual el establecimiento de los “derechos 
de promoción” implica una imposición intolerante para la mayoría de los que ha-
blan la lengua española. Sin embargo, esto nos plantea otra pregunta clave: ¿si los 
castellano–parlantes en España pueden darle un reconocimiento ofi cial a su idioma, 
dentro de su territorio histórico, como un derecho inalienable —nada que ver con la 
intolerancia—, por qué no pueden hacerlo también los catalanes?

Es necesario recalcar que Cataluña tiene que aplicar derechos lingüísticos muy 
concretos para los grupos étnicos minoritarios, cuyas lenguas maternas no son ni el 
español ni el catalán: por ejemplo, las lenguas maternas de las comunidades ruma-
nas, establecidas hace ya tiempo en Cataluña, y más recientemente los inmigrantes 
del norte de África. Esto ha sido reconocido en el debate público sobre los dere-
chos lingüísticos en la Comunidad Autónoma —ver más arriba—. Sin embargo, 
el esperado apoyo institucional —por ejemplo con la enseñanza de la lengua ma-
terna— sigue siendo muy limitado (Hoffman, 1999; Tarrow, 1992; Yates, 1998). In-
cluso donde, como es el caso de Cataluña, los principales “derechos de promoción” 
lingüística son reconocidos, los derechos de las minorías étnicas todavía necesitan 
ser considerados seriamente. Dado el actual recorte presupuestario en las políticas 
de multiculturalismo, particularmente en Europa (May, 2008b; Modood, 2007), esto 
nos lleva a un importante y activo desafío de los derechos humanos.

Quiero ser claro: no estoy sugiriendo aquí que los grupos lingüísticos minorita-
rios puedan reclamar exactamente los mismos derechos lingüísticos —una mayor 
democracia etnolingüística no es necesariamente lo mismo que igualdad etnolin-
güística—. No obstante, el asunto que estoy argumentando es que todos esos grupos 
deberían tener garantizados, como mínimo, derechos lingüísticos “orientados a la 
tolerancia” y amparados por la Declaración Universal de Derechos Humanos. Y lo 
más importante, he comentado que hay principios claros, tanto en la teoría política 
como en la ley internacional, que prevén la concesión de derechos lingüísticos a 
grupos étnicos minoritarios en unos supuestos contextos sociales y políticos, con 
fundamentos particulares para cada caso, si hay voluntad política de hacerlo.

Y esto me lleva al punto fi nal. El reconocimiento de los derechos lingüísticos 
como un derecho humano esencial es, en última instancia, una cuestión de voluntad 
política. En una época en la que la noción de los derechos humanos individuales es 
tan importante, el desarrollo y la aplicación de un grupo diferenciado de derechos 
lingüísticos para grupos minoritarios no resultan, desde luego, algo fácil ni popular. 
La continua oposición a estos derechos lo sugiere. Pero su importancia radica preci-
samente en que es la clave del mecanismo, con el que podemos —y deberíamos— 
reconsiderar la organización social y política en los niveles supranacional, nacional 
y autonómico de maneras más lingüísticamente plurales, igualitarias e incluyentes.

Traducción: Aurora Aguilella
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